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29 Foja 15
Exp. 48/2022/2 

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXPEDIENTE: 48/2022/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: ****** ******** ******** ******.

	AUTORIDAD DEMANDADA: POLICIA VIAL DEL AYUNTAMIENTO DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, QUIEN APLICO LA BOLETA DE INFRACCIÓN 10850.
TERCERO INTERESADO: ******* ******** *********.

	MAGISTRADA: MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a tres de junio de dos mil veintidós. 

V I S T O, para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 48/2022/2, promovido por el C. ****** ****** ******* ** *****, quien señaló como autoridad demandada al Policía Vial del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, quien aplicó la boleta de infracción 10850; y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal, el primero de febrero de dos mil veintidós, compareció el C. ****** ****** ******* **** *****, por su propio derecho, a promover demanda de juicio contencioso administrativo en contra de la boleta de infracción 10850.
II.- A través del acuerdo de tres de febrero de dos mil veintidós, se admitió a trámite la demanda en contra del acto precisado en el resultando anterior, se ordenó correr el traslado correspondiente a la autoridad demandada para que contestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara pertinentes; dándose vista además a su superior jerárquico, asimismo se ordenó correr traslado al tercero interesado para que hiciera valer lo que a su derecho conviniera en el presente asunto, dentro del plazo legal al efecto previsto.
III.- Mediante proveído de primero de marzo del año en curso, se certificó el plazo legal con que contaba el tercero interesado para apersonarse en juicio sin que lo hubiese realizado y en consecuencia se declaró precluido su derecho para tal efecto; asimismo se dio cuenta con el oficio de contestación a la demanda y se tuvo por contestada la misma, ordenándose correr traslado a la parte actora otorgándole el plazo para ampliar la demanda, y se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes.
IV.- Por acuerdo de cuatro de abril del presente año, se certificó el plazo con que contaba el actor para ampliar la demanda sin que lo hubiese realizado y en consecuencia se declaró precluido su derecho para tal efecto.
Finalmente, se señalaron las diez horas del veintiocho de abril del presente año, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

V.- En la fecha y hora fijadas en el auto descrito en el resultando que antecede se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes, en la cual el Secretario de Acuerdos dio cuenta de las actuaciones en autos. Asimismo tuvo por desahogadas las pruebas de las partes, ofrecidas en tiempo, dada su propia y especial naturaleza; hizo constar que no había pruebas pendientes por desahogar. Se certificó que ninguna de las partes formuló alegatos, y en cuanto al oficio mediante el cual formuló alegatos una diversa autoridad del Municipio de San Luis Potosí, presentado ante este Tribunal el ocho de marzo de dos mil veintidós, se indicó que no serían tomados en cuenta al no formar parte del presente juicio como autoridad demandada, y una vez cerrada la audiencia se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 116, párrafo segundo, fracción V, párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracciones I y V, 9 fracción III, 24, 35, fracción VIII, y 42 párrafo segundo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad municipal de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Segunda Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En lo que respecta al C. ****** ****** ******* ** *****, la personalidad e interés jurídico del mismo no requiere  pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y es el caso que en la propia boleta impugnada, de la cual obra copia simple a foja 12 de autos y copia certificada a foja 39 de dichos autos, se reconoce por la autoridad demandada el carácter de infractor del ahora demandante, de ahí que cuente con interés para controvertir el acto sometido a jurisdicción de este Tribunal.
Tocante a la autoridad demandada el C. José de Jesús Saucedo Flores, en su carácter de policía vial de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, para acreditar la calidad del cargo y su personalidad, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada de su nombramiento expedido por el Oficial Mayor del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, el cual obra agregado a foja 37 de autos, así como de la credencial expedida por el Director General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, y con los cuales acredita la personalidad con que se ostenta al contestar la demanda.

Las documentales de referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, y 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La Litis planteada en este juicio contencioso administrativo consiste en determinar si la boleta de infracción identificada con el número de folio 10850 de fecha doce de diciembre de dos mil veintiuno fue emitida de manera legal o ilegal.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por el accionante en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
La autoridad demandada en su contestación de demanda en el apartado que denominó “IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO”, manifestó medularmente que se actualizaba la causal de improcedencia establecida en las fracciones VI y XI del numeral 228, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dado que en ningún momento se violentaron las garantías consagradas en los artículos 14 y 16 Constitucionales, y a que en la citada boleta de multa se establecieron las circunstancias de tiempo, modo y lugar, así como el fundamento legal, motivo de la infracción y características del vehículo.

No obstante lo argumentado por la enjuiciada en su contestación de demanda; la suscrita Magistrada considera que esas causales deben desestimarse en virtud de que los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio, esto es, constituyen la materia de Litis del asunto, estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora, de ahí que no puedan analizarse en este momento como una causal de improcedencia y sobreseimiento. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia -que es aplicable al caso por analogía-, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse… No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5”

Finalmente, de acuerdo a lo que ordenan los artículos 228 y 229, últimos párrafos, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que, enseguida se procede al estudio de los agravios que arguye el demandante en contra de los actos impugnados.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se encuentran localizados de la foja 03 a la 09 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal, se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran.
Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer. Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618”

SEXTO.- En su primer concepto de impugnación la parte actora aduce lo siguiente:

Que la autoridad demandada omitió cumplir con los lineamientos que establece la Ley de Tránsito para el Estado en sus artículos 91 y 92, adicionando que dicha autoridad estaba obligada a entregar la boleta de infracción relativa, a lo cual hace énfasis señalando que el demandado no dio cumplimiento a lo dispuesto en la Ley.

En adición a su argumento menciona que los artículos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo establecen los elementos y requisitos que deben contener los actos administrativos, en ese sentido, en su argumento opone la precisión de que el acto aquí controvertido tiene su fundamento en lo dispuesto en los artículos 172 y 173 del Reglamento de Tránsito Municipal y basta leer los artículos de la Ley de Tránsito y del Código Procesal Administrativo para el Estado antes mencionados y compararlos para notar que existen diferencias.

Por otro lado, realiza precisiones sobre lo que debe entenderse como acto administrativo y afirma que dichos actos debe cumplir con los elementos y requisitos a que se refieren los artículos 164 y 165 del Código Procesal antes indicado.
En ese sentido, el actor deduce que la boleta de infracción al ser considerada un acto administrativo debe prever y observar los requisitos señalados en el párrafo anterior, y, agrega que puede afirmarse la existencia de una diferencia entre lo que establece el Reglamento de Tránsito para el Municipio de San Luis Potosí (sic) y el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Bajo lo antes expuesto, el actor concluye argumentando que las boletas de infracción devienen ilegales porque los reglamentos municipales no pueden exceder los límites marcados en las leyes, pues no pueden rebasar los límites establecidos por las Leyes dada la relación de dependencia prevista Constitucionalmente.
Que solo se puede aceptar la existencia de reglamentos autónomos cuando no inciden en la esfera de los particulares, lo cual no ocurre en el caso del Reglamento de Tránsito.
Por otro lado, el actor aduce que el acto impugnado carece de motivación, al no expresar con amplitud y claridad los motivos que tuvo para levantar la infracción que constituye su carga de probar, aduciendo los fundamentos de derecho que dieron motivo a ello, con toda claridad, pues ello constituye el mínimo de seguridad jurídica en respeto de las garantías de motivación y fundamentación consagradas en el artículo 16 Constitucional.

Adiciona a su argumento el actor que la ilegalidad del acto impugnado, deriva del incumplimiento del demandado de fundar y motivar las conductas que en la emisión de la boleta le atribuye consistentes en: “No obedecer semáforo en luz roja (sic)” y “Manejar en estado de ebriedad”, según lo dispuesto en el artículo 20 del Reglamento de Tránsito Municipal (sic), el cual señaló previamente que deviene ilegal. 
Que la autoridad demandada no expresa los motivos que dan origen a la imposición de dichas infracciones, ya que establece una indebida motivación, pues no precisa donde se encontraba el semáforo en luz roja (sic) que dice el folio que desatendió, pues lo único que manifiesta es que conducía en estado de ebriedad, sin especificar y precisar ni concluir las circunstancias de modo tiempo y lugar en que ocurrieron las conductas, que se dice que cometió.
Pues, la autoridad estaba obligada a precisar en el cuerpo de la boleta de infracción, como arribó a la conclusión de que conducía en estado de ebriedad sin generalizar circunstancias específicas, del motivo de infracción; aspectos con los que cumpliría la obligación legal de motivar la comisión de hechos constituidos de infracción, pues dicha autoridad tiene la carga de probar que el particular realizó los hechos que le atribuye, pues solo afrontando en tales casos la carga de la prueba, pueda satisfacer la debida fundamentación y motivación de sus actos lo que entendería cumplida la garantía de seguridad jurídica, lo que no se cumplió por lo cual solicita se declare nulo el acto impugnado por incumplir lo dispuesto en la fracción II del artículo 250 del Código Procesal Administrativo.

Que resulta absurdo que se deje al ojo y sentido de una persona el establecer que se conduce en estado de ebriedad.

Posteriormente, en su segundo concepto de impugnación la parte actora alega falta de competencia del policía demandado e indebida identificación al imponer la infracción, por violación a lo dispuesto en el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado, que establece la obligación a los agentes viales de identificarse plenamente ante los particulares con documento idóneo al momento de elaborar la boleta, la cual deberá contener los requisitos señalados en el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado.
Bajo esas circunstancias el actor afirma que la exigencia no se cumple en el presente asunto al considerar que la boleta de infracción no le fue notificada ni levantada por un agente de policía vial que se haya identificado debidamente con él.

Por su parte, la autoridad demandada al contestar la demanda sostuvo la legalidad y validez del acto impugnado.

A juicio de esta Sala, los argumentos hechos valer por el demandante resultan infundados por un lado e inoperantes por otro, con base en las consideraciones siguientes:
Por cuestión de orden y método procesal, esta juzgadora estima conveniente establecer primero sus consideraciones legales relativas al argumento de incompetencia e indebida identificación de la autoridad invocados en el segundo de los conceptos de impugnación.

Por consiguiente, resulta oportuno precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.

Es por ello, que al señalar el artículo 16, constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; ello implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos.

Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica.
Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.” 

(Resaltado propio)

De igual manera, refuerza lo anterior los siguientes criterios cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS MANDAMIENTOS DE LA AUTORIDAD. ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL. Por fundar debe entenderse la expresión de los fundamentos legales o de derecho del acto reclamado; en consecuencia, una resolución reclamada no queda debidamente fundada si no contiene la expresión de ningún fundamento legal o de derecho. Por motivar debe entenderse el señalamiento de las causas materiales o de derecho que hayan dado lugar al acto reclamado, sin que pueda admitirse que la motivación consista en la expresión general y abstracta: ‘por razones de interés público’, ya que la mencionada expresión no señala en principio las causas materiales o de hecho que hubieran dado lugar al acto reclamado. Séptima Época; Registro: 238369; Instancia: Segunda Sala; Tesis aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volumen: 80, Tercera Parte; Materias: administrativa y común; Página: 36"

Séptima Época; Registro: 238212; Instancia: Segunda Sala; Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volúmenes: 97-102, Tercera Parte; Materia: común; Página: 143

Genealogía: Informe 1970, Segunda Parte, Segunda Sala, página 100.

Informe 1977, Segunda Parte, Segunda Sala, tesis 72, página 77.

Informe 1978, Segunda Parte, Segunda Sala, tesis 3, página 7.

Apéndice 1917-1985, Tercera Parte, Segunda Sala, tesis 373, página 636.

Apéndice 1917-1995, Tomo III, Primera Parte, tesis 73, página 52.

Apéndice 1917-1995, Tomo VI, Primera Parte, tesis 260, página 175.

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

Ahora bien, el dicho del actor relativo a la falta de competencia de quien determina la infracción se traduce en que la autoridad demandada no cuenta con facultades para levantar infracciones, por tanto, debe precisarse que la boleta de infracción impugnada tiene valor probatorio pleno pues constituye propiamente el acto del que se queja el actor y en virtud de ser emitido por una autoridad en sus funciones según lo establece el artículo 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado, así como que en ella se hizo constar por la autoridad demandada una serie de fundamentos para justificar las facultades de emisión del citado acto, lo cual circunstanció de la forma siguiente:

“CONFORME A LAS FACULTADES CONFERIDAS EN EL ARTÍCULO 21 PÁRRAFO IX (NOVENO) DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS; 1, 2, 3 Y 4 DE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA; 1, 2 Y 4 DE LA LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; 1, 2, 4, 13 Y 15 FRACCIÓN VI Y 16 DE LA LEY DE TRÁNSITO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; 1, 2 Y 4 DEL REGLAMENTO DE TRÁNSITO MUNICIPAL DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, S.L.P.; LLEVANDO CABALMENTE EL PROCEDIMIENTO ESTABLECIDO EN LOS ARTÍCULOS 82, 84, 89, 90 Y 91 DE LA LEY DE TRÁNSITO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; 170, 171, 172 Y 173 DEL REGLAMENTO DE TRÁNSITO MUNICIPAL DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, S.L.P…”
En ese orden, tenemos que la fundamentación de la competencia se realizó conforme a lo dispuesto en el artículo 21 párrafo noveno de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos –citado en el texto de la boleta impugnada por la autoridad demandada-, del cual se advierte que la seguridad pública es una función del Estado a cargo de la Federación, las entidades federativas y los Municipios, cuyos fines son salvaguardar la vida, las libertades, la integridad y el patrimonio de las personas, así como contribuir a la generación y preservación del orden público y la paz social, de conformidad con lo previsto en la propia Constitución y las leyes de la materia. 
Asimismo, se desprende que la seguridad pública comprende la prevención, investigación y persecución de los delitos, así como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que la Constitución señala. En tanto que la actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución.

Así las cosas, debe entenderse que al municipio a través de su cuerpo policial corresponde, entre otras cosas, preservar el orden público de conformidad con la Constitución y las leyes de la materia, de ahí que la seguridad pública comprenda la prevención, investigación y persecución de delitos, pero no sólo dichos tópicos, sino que también comprende la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley respectiva.

En ese orden, además de lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, en que se desprende el carácter de orden público e interés general de dicha Ley; conforme a lo dispuesto en el artículo 115 fracciones II y III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
 y el artículo 114 fracciones II y III de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí
, se establece, entre otras cuestiones, la facultad reglamentaria de los municipios para instrumentar los reglamentos y disposiciones administrativas que regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia; y que los servicios públicos que se encuentran a cargo de los municipios, entre otros, son la seguridad pública en términos de lo dispuesto en el artículo 21 de la Constitución General, la policía preventiva municipal y de tránsito.

Lo cual coincide con lo dispuesto en el artículo 1° párrafo tercero de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí 
–citado en el cuerpo de la boleta impugnada-, que establece que el servicio público de tránsito es considerado como una función de seguridad pública en términos de la Ley de Seguridad Pública del Estado, al cual le son aplicables sus objetivos y principios.

En otro aspecto, conforme a la fracción I del artículo 6° de la Ley de Tránsito multicitada, se desprende que el concepto Agente de tránsito define al policía a cargo de la vigilancia del tránsito, así como de la aplicación de sanciones por infracciones a las disposiciones del reglamento de tránsito que correspondan.

Aunado a lo anterior, del Título Segundo denominado de las Autoridades de Tránsito y sus atribuciones, en particular el artículo 9° de la Ley, establece que son autoridades municipales en materia de tránsito, los ayuntamientos, los presidentes municipales y el Director, aclarándose que las direcciones de seguridad pública municipal, de tránsito o su equivalente a cargo de estos últimos, sea cual sea la denominación que se establezca en los reglamentos municipales, son un cuerpo de seguridad pública en términos del artículo 22 fracción II de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí
.

Por cuanto hace a las atribuciones propiamente establecidas para cada una de las autoridades de tránsito el artículo 15 de la citada Ley de Tránsito establece en sus fracciones VI y VII, 
 -utilizado como fundamentación de la boleta de infracción- que son atribuciones del Director de tránsito municipal o su equivalente, dentro de su jurisdicción territorial, entre otras, elaborar, por conducto de los agentes, las boletas de infracción y sanción a conductores y vehículos por las violaciones cometidas a la Ley de Tránsito y sus Reglamentos; así como sancionar a los sujetos infractores de la Ley, de los reglamentos municipales y de los bandos de policía y gobierno, por conducto de los agentes de tránsito municipales, o de los elementos operativos competentes que se establezcan en los reglamentos municipales.

Asimismo, de lo que dispone el artículo 16 de la Ley de Tránsito –también citado en la boleta-, podemos considerar que los elementos de seguridad pública del Estado y los agentes de tránsito de los municipios, en las áreas de su jurisdicción y conforme a su competencia, tendrán como función regular el tránsito de vehículos y peatones, ejecutar más medidas preventivas tendientes a evitar infracciones y accidentes de tránsito en las vías públicas; cumplir y hacer cumplir la citada Ley, los reglamentos municipales, los bandos de policía y gobierno y, en su caso, las normas que de aquella emanen; para lo cual están facultados para sancionar a los sujetos que infrinjan las disposiciones contenidas en los citados cuerpos normativos.
En relación con lo anterior el artículo 4° de dicha disposición normativa establece que todo usuario de las vías públicas está obligado a obedecer las disposiciones contenidas en la Ley, así como los dispositivos para el control de tránsito y las indicaciones de los elementos y agentes de tránsito.

Ahora bien, particularmente de lo dispuesto en los artículos 170 y 171 del Reglamento de Tránsito Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, citados por la demandada en la boleta de infracción, se desprende que cuando el conductor de cualquier vehículo esté cometiendo alguna infracción a las disposiciones en materia de tránsito, contenidas en el Reglamento en mención y demás ordenamientos jurídicos que regulan la materia, el policía vial debe detener la marcha del citado vehículo. Con la restricción de que ningún vehículo puede ser detenido por policía vial que no porte su placa (gafete o credencial) de identificación con el número y nombre perfectamente visibles, ni tampoco por agente de tránsito que, aun portando la placa de identificación respectiva, utilicen al efecto vehículos, motocicletas o bicicletas no oficiales.

Enseguida, se desprende del segundo de los preceptos en mención que, cuando el conductor cometa una infracción a las disposiciones del reglamento y demás disposiciones aplicables, el policía vial procederá de la manera siguiente:

· Indicará al conductor que detenga la marcha de su vehículo en un lugar seguro para él, como para los demás usuarios de la vía pública; 

· Se identificará con su nombre y número de placa (gafete o credencial);

· Señalará al conductor la infracción que cometió y le indicará el o los artículos que lo fundamenta, así como la sanción que proceda por la infracción conforme a la Ley de Ingresos para el Municipio; 

· Solicitará al conductor la licencia de conducir y la tarjeta de circulación, documentos que serán entregados para su revisión, y devueltos en el mismo sitio inmediatamente después de que los hubiese revisado, salvo que proceda su retención; 

· Si el vehículo se haya estacionado o no se encuentra persona que pueda o quiera atender el requerimiento del policía vial, éste elaborará la boleta fijándola en el parabrisas con los requisitos del artículo 173 de este reglamento; 

· Una vez efectuada la revisión de los documentos y de la situación en la que se encuentra el vehículo, si éstos están en orden, el policía vial procederá a llenar la boleta de infracción en forma manual o electrónica, de la que extenderá una copia al interesado.

Finalmente, en lo que corresponde a la emisión de la boleta de infracción impugnada, del artículo 172 del citado Reglamento de Tránsito, se desprende que las sanciones en materia de tránsito de vehículos, señaladas en dicho reglamento y demás disposiciones jurídicas, serán impuestas por el policía vial que tenga conocimiento de su comisión, y se harán constar en las boletas sobre formas impresas y foliadas, en la forma tradicional con block de infracciones o mediante métodos electrónicos, en tres tantos que se distribuirán conforme lo señala el artículo 92 de la Ley de Tránsito del Estado.

En ese sentido, no cabe duda para esta Juzgadora que en la boleta de infracción se citaron los fundamentos que regulan las facultades con que contaba el policía vial demandado para emitir el acto impugnado, razón por la cual, se estima que la fundamentación de las facultades para determinar la infracción que precisa el actor en su demanda, se realizaron debidamente en el acto impugnado.

Ahora bien, en lo conducente a la identificación con documento idóneo que preciso el actor que consiste propiamente en que el policía al momento de emitir la boleta debe identificarse y exhibir una credencial vigente otorgada por el funcionario público que le otorgue el carácter de agente vial, a juicio de esta Juzgadora se cumple con lo establecido en los artículos 16 y 21 Constitucionales, pues se aprecia que se encuentra correctamente establecido en el acto impugnado mismo que constituye parte la función propia del servicio de seguridad pública.

En ese orden, por cuanto hace al señalamiento del demandante, de que en el caso la demandada no cumplió con su obligación de identificarse plenamente con el documento idóneo como lo ordena el artículo 91 de la Ley de Tránsito, según se observa del contenido de la boleta de infracción, pues desconoce quién le otorgó el carácter de policía, y señalar que la exigencia legal de identificación de los agentes no se cumple al no ser levantada por un agente de la policía vial que se haya identificado debidamente con el actor.

A juicio de esta Sala resulta infundado e insuficiente para declarar la nulidad del boleta de infracción impugnada, ello en virtud de que, si bien se ha señalado que en la boletas de infracción se debe asentar de manera fundada y motivada una serie de elementos mínimos, no menos cierto es que la forma de hacer constar que en el momento de su levantamiento se llevaron a cabo las formalidades respectivas es señalando esa circunstancia en el acto mismo, es decir, haciendo constar que se identificó ante el conductor a quien ordenó detuviera la marcha del vehículo.
Enseguida, el señalamiento del inconforme que la personalidad del agente de tránsito no se satisface de manera efectiva con la leyenda que contiene la boleta de infracción ya que no cumple con los requisitos que establece el artículo 91 de la ley en cita, que dispone que debe precisarse con claridad qué autoridad emite la credencial del agente de seguridad, y en el caso que nos ocupa, no ocurrió, a juicio de esta Sala como se precisó previamente debe analizarse conforme a lo expuesto en el propio acto impugnado.

En ese sentido, debe de precisarse que contrario a lo que afirma el demandante respecto a que no se colmaron los requisitos del artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, a juicio de esta Sala se acredita plenamente que la demandada se identificó con el -hoy actor- con el documento expedido por la autoridad que legalmente se encuentra facultada para expedir dicho gafete, tal como se advierte del apartado de la boleta de infracción impugnada denominado datos del policía vial, donde se desprende que la demandada asentó lo siguiente:

IMAGEN DIGITALIZADA
Para conocer mejor los datos que expresamente contiene la parte de la boleta antes reproducida se elabora un cuadro a continuación con los datos específicos del apartado que interesan en este momento de la presente resolución:
	DATOS DEL POLICÍA VIAL

	NOMBRE:

José de Jesús Saucedo Flores

	No. DE GAFETE 

16214
	CARGO

Policía Vial 
	VIGENCIA

01 de julio al 31 de diciembre de 2021.

	GAFETE EXPEDIDO POR:

Director General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez y el Oficial Mayor del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez.


De lo antes mencionado, se desprende que al señalar específicamente el policía vial que se presentó con tal carácter ante el conductor ahora infraccionado y del llenado del recuadro correspondiente al requisito de circunstanciación de los datos de la credencial con que se identificó la autoridad demandada relativas al nombre, cargo, número de credencial, su vigencia de seis meses, así como la autoridad que expidió dicha credencial, a juicio de esta Sala se cumplen con los requisitos a que hace referencia el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí
, así como el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, mismos que se relacionan con lo dispuesto en la fracción II del artículo 171 y 173, fracción II, ambos del Reglamento de Tránsito Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí
.

Bajo tales circunstancias, a juicio de esta Sala Unitaria no cabe duda que el policía vial demandado al momento de levantar la boleta impugnada cumplió con los requisitos de fundamentación y motivación relativos a su competencia para levantar la boleta de infracción al indicar, en el apartado que cubre los requisitos legales y reglamentarios, los datos de la identificación expedida a su favor por el Director General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez y demás datos a que se refieren los artículos 91, de la Ley de Tránsito del Estado; 171 y 173 ambos en su fracción II, del Reglamento de Tránsito Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, de ahí lo infundado del argumento que esgrimió el actor al respecto.
 A mayor abundamiento, cabe destacar que al momento de contestar la demanda el policía demandado para acreditar sus facultades y personalidad en el presente juicio cumplió con la carga establecida en el artículo 99 de la Ley de Tránsito del Estado
, exhibiendo copia certificada de la credencial expedida a su favor por el Director General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, la cual obra a foja 45 de autos, sin que el actor realizara objeción alguna en su contra, máxime que en el caso le fue otorgado el plazo legal para ampliar la demanda, sin que hubiese ejercido tal derecho.

Con lo anterior, a consideración de esta Sala se encuentra acreditado de manera fehaciente que la demandada, al momento de emitir el acto que se combate, sí se identificó plenamente con el actor, al señalar por un lado que se presentó como policía vial, y por otro debido a que circunstanció los datos de la credencial a que hace referencia el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública Estatal, la cual fue emitida por una autoridad dentro del ámbito municipal facultada para ello, con la vigencia de seis meses indicada; lo cual resulta suficiente para considerar válida la mencionada circunstanciación, sin que se requiera que en dicha boleta se señalara aun con mayor precisión la forma en cómo se identificó la demandada al advertirse que las disposiciones legales conducentes remiten a entender que el señalamiento de dichos datos se refiere al documento con que se identifica el policía que levanta la boleta de infracción, así que a juicio de esta Sala basta el señalamiento que realizó, máxime que el propio demandante firmó la boleta de conformidad sin precisar en ella objeción alguna, por tanto, se considera que no se desvirtúa la presunción de validez prevista en el artículo 93 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí
, que refiere que las boletas de infracción y sanción que se emitan en los términos de dicha Ley y de los reglamentos respectivos, se presumen válidas, salvo prueba en contrario.

Por otra parte, en lo referente a los argumentos expuestos por el actor en el primer concepto de impugnación, como previamente se adelantó a juicio de esta Sala resultan por un lado infundados y por otro inoperantes, en razón de lo siguiente:
A consideración de esta Juzgadora deviene inoperante el argumento correspondiente del concepto de impugnación en estudio, en que se señala y afirma que la autoridad omitió cumplir con su obligación de entregar la boleta de infracción ahora impugnada al actor, pues si bien, como el actor lo considera, los artículos 91 y 92 de la Ley de Tránsito del Estado, establecen los requisitos que deben cumplir las boletas de infracción que levanten las autoridades de tránsito, no menos cierto es que la notificación de dichas boletas constituye únicamente el método para dar a conocer la determinación de la autoridad, al grado de considerarse que en caso de que el infractor se niegue a firmar o recibir la boleta respectiva se considera suficiente circunstancia para que una vez asentado tal motivo se estime notificada, sin que se invalide por la falta de notificación la boleta de infracción.
En tanto que, la notificación de todo acto de autoridad no constituye un requisito de existencia del acto sino que es el medio para que este pueda surtir sus efectos, y no obstante que se considere indebidamente notificado el mismo en el juicio contencioso el argumento de ilegal notificación del acto únicamente constituye un elemento para determinar la oportunidad en la presentación de la demanda, y de ser el caso para definir la oportunidad de conocer del fondo del asunto, pero no para declarar la nulidad del acto por no haberse notificado legalmente, de ahí lo inoperante de dicha manifestación.

Asimismo, a juicio de esta Sala Unitaria el argumento del particular mediante el cual pretende la nulidad de la boleta impugnada al señalar que los artículos 172 y 173 del Reglamento de Tránsito Municipal en que se sustenta la boleta impugnada se oponen a los elementos y requisitos previstos para los actos administrativos en los artículos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo, y no deben rebasar los límites que la Ley de Tránsito del Estado impone, además de que su existencia como reglamento autónomo únicamente puede aceptarse cuando no incida en la esfera de los particulares, lo cual a su juicio no ocurre en el caso del Reglamento de Tránsito, debe estimarse inoperante en razón de lo siguiente:

El reglamento de Tránsito Municipal en que se sustentan las conductas de infracción atribuidas al accionante no tiene la naturaleza de Reglamento Autónomo pues de su artículo 1° se desprende que deriva del marco que establecen diversas disposiciones, y, en particular de lo dispuesto en la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, misma que en sus artículos 1° y 13 reconoce la facultad de los ayuntamientos para emitir los reglamentos municipales que regulen las materias que contempla dicha Ley, los cuales están condicionados a respetar las bases generales de esa disposición.
Aunado a lo anterior la propia Ley de Tránsito del Estado dispone en su artículo 86 que los supuestos correspondientes a las sanciones a que hace referencia el artículo 85 de dicho ordenamiento, deberán establecerse en los reglamentos de tránsito y las leyes de ingresos respectivas, por lo que, al no ser un reglamento autónomo el instrumento legal del que deriva la sanción impuesta en la boleta de infracción sino de un reglamento expedido bajo la facultad reconocida en la propia Ley de Tránsito del Estado, el argumento del actor resulta inatendible por no encontrarse en el supuesto que alude, de ahí la inoperancia de su argumento.
Aunado a lo anterior, debe destacar esta juzgadora que como previamente fue analizado el acto impugnado consiste en un acto emitido por una autoridad en sus funciones de seguridad pública bajo las reglas que los propios ordenamientos invocados establecen, de ahí que esa naturaleza de seguridad pública impida la oportunidad al actor de alegar que el acto impugnado, además del cumplimiento de los requisitos contenidos en el Reglamento de Tránsito Municipal correspondiente y la Ley de Tránsito del Estado, deba cumplir con los dispositivos que prevén los elementos y requisitos que describen los artículos 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado, en virtud de que dichos dispositivos sólo pueden constituir una referencia en el caso concreto pero no una obligación para la demandada de cumplir con sus hipótesis, pues para la emisión del acto impugnado existen disposiciones normativas de carácter especial que regulan los requisitos y elementos que deben contener como antes fue analizado, al ser actos emitidos bajo el supuesto de actos en materia de seguridad pública, a los cuales el artículo 162 del Código Procesal en cuestión establece que no será aplicable el Libro Segundo relativo a los procedimientos administrativos del estado y municipios de San Luis Potosí.
Asimismo, al desprenderse que el actor en diversos apartados de su demanda aduce la ilegalidad del Reglamento de Tránsito aplicado en el acto, debe indicarse que todo argumento encaminado a desvirtuar la legalidad o constitucionalidad del citado reglamento para llegar a la nulidad de la boleta controvertida debe declararse inoperante, pues, es de precisarse que este Tribunal carece de competencia para conocer sobre la legalidad o constitucionalidad de reglamentos al encontrarse fuera de las hipótesis previstas como competencia del mismo establecidas en su artículo 7°, y, lo cual se advierte de lo dispuesto en la fracción II de dicho dispositivo al señalar que su competencia para conocer se limita a decretos y acuerdos estatales y municipales de carácter general, diversos a los reglamentos.
Finalmente, en cuanto al argumento del actor en que aduce que el acto impugnado carece de motivación, al no expresar con amplitud y claridad los motivos que tuvo para levantar la infracción que constituye su carga de probar, aduciendo los fundamentos de derecho que dieron motivo a ello, con toda claridad, para cubrir el mínimo de seguridad jurídica en respeto de las garantías de motivación y fundamentación consagradas en el artículo 16 Constitucional, esta Sala Unitaria una vez analizados los autos y en particular lo expuesto en el acto impugnado estima que tal argumento del actor deviene infundado con base en lo siguiente:
En el apartado relativo a las conductas infractoras se hizo constar lo siguiente:

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACION

DE CONFORMIDAD CON LO ESTABLECIDO EN LOS ARTÍCULOS 176 PÁRRAFO SEGUNDO, 197 Y DEMÁS RELATIVOS DEL REGLAMENTO DE TRÁNSITO DEL MUNICPIO DE SAN LUIS POTOSÍ.

	MOTIVO DE LA INFRACCIÓN
	ARTÍCULO
	FRACCIÓN
	INCISO
	LEY Y/O REGLAMENTO

	Falta de luz parcial o total
	73
	
	
	Reglamento vigente de S.G.S.

	Manejar en estado de ebriedad
	161
	III
	
	Reglamento vigente de S.G.S.


De la descripción anterior se puede advertir la fundamentación que utilizó la autoridad demandada para levantar la boleta de infracción, en el caso, citando los artículos 73 y 161 fracción III, del Reglamento de Tránsito Municipal vigente, dichos dispositivos establecen lo siguiente:
“Artículo 73. Todo vehículo de motor debe estar provisto de faros necesarios delanteros que emitan luz blanca, dotados de un mecanismo para cambio de intensidad. La ubicación de estos deberá adecuarse a las normas previstas para el tipo de vehículo.
Asimismo de estar dotado de las siguientes luces:

I. Cuartos delanteros y traseros luminscentes;

II. De destello intermitente de parada de emergencia;

III. De marcha atrás;

IV. Direccionales de destello intermitente, delanteras y traseras;

V. Especiales, según el tipo de dimensiones y servicio del vehículo;

VI. Indicadores de frenos en la parte trasera; y 

VII. Que ilumine la placa de circulación posterior.”

“Artículo 161. Los resultados que el médico legista emita serán evaluados de la siguiente manera:

(…)
III. Estado de ebriedad. Es determinado cuando en las pruebas clínicas neurológicas la manifestación en la intensidad de las potencialidades psíquicas y somáticas es severo y muestra valores en alcohol sensor superiores a 0.25 moléculas de alcohol en aire espirado, independientemente de su tolerancia.”

Ahora bien, la motivación realizada en el acto impugnado consistió en que el día doce de diciembre de dos mil veintiuno, a las 03:53 horas, a la altura de la calle Ricardo y Santo Tomás del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, la autoridad hoy demandada que operaba la patrulla número 157, detectó visualmente un vehículo Marca ****** ****** ******* ** *****, que circulaba con falta de luz, en infracción de la Ley de Tránsito de San Luis Potosí, así como del Reglamento de Tránsito Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, por lo cual indicó el alto total al conductor, y una vez estando en alto el vehículo en mención al dialogar con el conductor advirtió que presentaba aliento a alcohol, motivo que dio pie a que el demandado le trasladara con el médico legista para que le certificara medicamente, prueba en la cual arrojó como resultado 0.46% BAC, cuyos resultados quedaron contenidos en el Certificado Médico con folio 245, exhibido en copia certificada por la demandada al contestar la demanda, sin que en ningún momento tales hechos se combatieran de manera alguna por el accionante, de ahí que se considere insuficiente la negativa del actor como más adelante se precisará.
En ese sentido, debe considerarse que dicha circunstanciación sirvió como motivación de las sanciones que le resultaron, atendiendo a lo que establece la fracción VI del artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí
, que constituye al igual que el Reglamento de Tránsito Municipal, la norma especial que regula la forma en que deberá circunstanciarse y fundamentarse el acto.
Debe considerarse que las circunstancias descritas en el acto impugnado, fueron del pleno conocimiento del infractor, tal como se desprende de la parte inferior de la boleta de infracción, especialmente el lugar donde estampó su firma sin que en su demanda el ahora actor mostrara inconformidad alguna con alguno de dichos hechos asentados, aunado a que en el hecho marcado con el punto 2., del apartado correspondiente de la demanda el actor afirma que aproximadamente en el horario señalado en la boleta de infracción circulaba en el lugar indicado en la misma, conduciendo el vehículo con que se estableció que se cometieron las infracciones y le fue marcado el alto por el policía, por lo cual se considera que la negativa formulada de manera posterior en su demanda, en realidad carece de efecto jurídico que resulte a favor del actor.
En ese sentido, al haberse señalado en el acto impugnado las circunstancias de tiempo, modo y lugar, y el fundamento legal que se consideró infringido, se estima que la parte analizada del primer concepto de impugnación de la demanda es infundada, aunado a que no debe perderse de vista que dicho acto impugnado goza de la presunción de validez conforme a lo dispuesto en el artículo 93 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí; y al pronunciarse sentencia se debe considerar que los actos impugnados gozan de presunción de legalidad
, a menos que la misma resulte desvirtuada con prueba en contrario, lo que en el caso no acontece, al no formularse argumentos que de manera eficaz desvirtúen tal presunción.

En adición a lo anterior, no debe perderse de vista que en cuanto a la segunda conducta establecida como infracción consistente en manejar en estado de ebriedad, sobre la cual el actor indica en sus hechos que es falso, es una cuestión cuya existencia fue asentada en la boleta de infracción que el propio actor anexó a su demanda, la cual contiene en el apartado de observaciones una referencia directa del certificado médico expedido que se levantó en la presentación del infractor ante el médico legista.
Es decir, la negativa implica afirmar inexistencia de pruebas que acrediten la conducta señalada en la boleta de infracción, sin embargo, por lo que hace a la “falta de luz parcia o total” y “Manejar en estado de ebriedad”, debe decirse que la materia en controversia deriva en cuestiones de fondo que deben deducirse fuera de una presunción de carencia de elementos probatorios que la autoridad tenga en su posesión, pues tales elementos como bien lo señala el actor y se robustece con las propias tesis que cita en su demanda, se integran con la circunstanciación que se hubiere realizado en el propio acto. 
Máxime que, en el caso de la segunda de las conductas descritas en el acto la demandada exhibió copia certificada del certificado médico con folio 245, expedido por el Médico ****** ****** *******, perito dictaminador en alcoholemia e integridad física con registro de perito ****** ****** *******, en donde hizo constar los datos de la prueba de ROMBERG realizada al actor estableciendo como resultado POSITIVO, y adicionalmente como complemento el resultado de la prueba de alcohol sensor con un porcentaje de 0.46% BAC, con lo cual arribó a la conclusión de que el hoy actor se encontraba en estado de ebriedad y no apto para conducir vehículos de motor, de ahí que el policía demandado estableciera en su motivación y como resultado que el hoy actor manejaba el vehículo en estado de ebriedad.
Con base en lo antes expuesto, esta Sala Unitaria estima que el acto impugnado no viola lo dispuesto en los artículos 14, 16 y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 91 y 92 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí; 170 y 173 del Reglamento de Tránsito Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, y toda vez que el actor no desvirtuó la presunción de validez y legalidad de la cual goza conforme a lo establecido en el artículo 93 de la Ley de Tránsito en mención, en relación con lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 248 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con fundamento en el artículo 251, del mencionado Código Procesal resulta procedente reconocer totalmente la legalidad y validez de la boleta de infracción impugnada con folio número 10850.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 42 párrafo segundo, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- La parte actora no probó los extremos de su acción, en consecuencia;
TERCERO.- Se reconoce la legalidad y validez de la boleta de infracción impugnada con número de folio 10850; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en el último Considerando de este fallo.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la actora y a través del buzón electrónico a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
� Art. 115.- Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes:


(…)


II.- Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su patrimonio conforme a la ley. 


Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que deberán expedir las legislaturas de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia y aseguren la participación ciudadana y vecinal…”


III.- Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes:


(…)


h).- Seguridad pública, en los términos del artículo 21 de esta Constitución, policía preventiva municipal y tránsito; e…”


� ARTÍCULO 114.- El Municipio Libre constituye la base de la división territorial y de la organización política y administrativa del Estado y tendrá a su cargo la administración y gobierno de los intereses municipales, conforme a las bases siguientes:


(…)


II.- Los Municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su patrimonio conforme a la ley.


Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que deberá expedir la Legislatura del Estado, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia, y aseguren la participación ciudadana y vecinal.


(…)


III. Los municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes:


(…)


h) Seguridad pública, en los términos del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, policía preventiva municipal y tránsito…”


� ARTICULO 22. Los cuerpos de seguridad pública son:


(…)


II. En el ámbito municipal:


a) Las instituciones de seguridad pública municipales…”





� “ARTICULO 15. Son atribuciones del Director de tránsito municipal o su equivalente, dentro de su jurisdicción territorial:


(…)


VI. Elaborar, por conducto de los agentes, las boletas de infracción y sanción a conductores y vehículos por las violaciones cometidas a la presente Ley y sus reglamentos;--- VII. Sancionar a los sujetos infractores de esta Ley, de los reglamentos municipales y de los bandos de policía y gobierno, por conducto de los agentes de tránsito municipales, o de los elementos operativos competentes que se establezcan en los reglamentos municipales;…”








� ARTICULO 91. (DEROGADO PRIMER PÁRRAFO, P.O. 11 DE JUNIO DE 2016)


Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos:


I. Nombre y cargo de quien levanta la boleta;


II. La circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, con que se identifica, relativas a nombre, cargo y vigencia de la credencial. Adicionalmente, se anotará el número de credencial y la autoridad que la expidió, conforme a las disposiciones que resulten aplicables…”


� Artículo 171. Cuando el conductor cometa una infracción a las disposiciones de este Reglamento y demás disposiciones aplicables, el policía vial procederá de la manera siguiente: 


(…)


II. Se identificará con su nombre y número de placa (gafete o credencial).


Artículo 173. Las boletas de infracción impuestas por el policía vial deberán contener los siguientes datos:


Autoridad que la expide;


Datos de la credencial con que se identifica el policía vial de la Dirección de Tránsito y Policía vial:


Nombre;


Cargo; Autoridad que la expidió; 


Vigencia…”


� “ARTICULO 99. Cuando la autoridad demandada en un Juicio de Nulidad, sea un elemento de seguridad pública del Estado, o un agente de tránsito municipal, y el acto impugnado sea una boleta de infracción o documento con que se justifique la personalidad de acuerdo con el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, será la credencial que se expida en los términos del artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, de la que deberán acompañar copia certificada por el titular de la corporación, o persona competente para certificar documentos.”


� “ARTICULO 93. Las boletas de infracción y sanción que se emitan en los términos de esta Ley y de los reglamentos respectivos, se presumen válidas.”








� ARTICULO 91. (DEROGADO PRIMER PÁRRAFO, P.O. 11 DE JUNIO DE 2016)


Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos:


(…)


VI. Descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar conocidas por la autoridad de tránsito, que entrañan la comisión de la infracción cometida por el infractor; entre otros, lugar, fecha y hora de la comisión de la infracción. Esta circunstanciación servirá como motivación de la sanción que se imponga…”


� ARTÍCULO 248. Las sentencias serán pronunciadas por el Magistrado de la Sala.


Al pronunciar la sentencia se debe considerar que los actos impugnados gozan de presunción de legalidad…”





